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Cabecera
LA REPRESENTACIÓN VOLUNTARIA: EL PODER.

       Se llama representación voluntaria a la que el representado confiere mediante un acto llamado "apoderamiento", que puede ser definido como la declaración unilateral de voluntad por la que una persona autoriza a otra para que realice en su nombre uno o más actos jurídicos, que han de producir sus efectos como si la primera persona hubiera actuado por sí misma.
. separa de mandato.
   La principal dificultad que plantea el poder es la relativa a su distinción con el contrato de mandato.
       Legislativamente existen dos tendencias: El código civil francés mantiene el confusionismo de ambas figuras, el alemán distingue claramente el mandato de la representación.
Nuestro código adopta una posición muy vacilante, y así:

1) Hay un gran confusionismo:
En el Art. 1713 al referirse al mandato para actos de administración y de disposición.

En el Art. 1725 que no hace responsable al mandatario sino cuando se extralimita en sus facultades o cuando expresamente se obligue a ello.

En el Art. 1734 al hablar de la revocación del mandato.

2) Por el contrario distinguen claramente entre ambos:
El Art. 1.259 referente a los contratos a nombre de otro y a las estipulaciones en favor de 3.

El 1709 al definir el contrato.

El Art. 1.717 que prevé el supuesto de que el mandatario actúe en su propio nombre.

Por fin el 1.738 al tratar de los actos del mandatario ignorando la muerte del mandante.

       Jurisprudencialmente la sentencia  de 16 de Febrero de 1945 los separa, sin embargo la postura mas reciente de la doctrina tiende a identificarlos y así DE LA CÁMARA opina que el mandato constituiría una relación básica que facultaría al mandatario para actuar en la esfera jurídica del mandante, y para que esta facultad trascienda a la esfera externa, es decir, para que el mandatario pueda vincular al mandante directamente con los terceros, es necesario el apoderamiento.

       Y también GONZÁLEZ ENRÍQUEZ (Revista Internacional del Notariado "La distinción entre poder y mandato en el código Civil español") sostiene que el apoderamiento no es más que el aspecto externo de un contrato de gestión, sea éste el mandato, sociedad, arrendamiento de servicios o cualquier otro.

       Sin embargo NÚÑEZ LAGOS entiende que el mandato y el poder son figuras totalmente distintas, pero situadas en un  mismo nivel. 

     Por último y según De Castro el apoderamiento es siempre un negocio causal, por lo que si su causa no se expresa, habrá que presumirla, conforme al Art. 1.277.
LA SUSTITUCIÓN DEL PODER.

      Dice el Art. 1721:

"El mandatario puede nombrar sustituto si el mandante no se lo ha prohibido, pero responde de la gestión del sustituto;

a) cuando no se le dio facultad para nombrarlo.

b) Cuando se le dio esta facultad, pero sin designar la persona, y el nombrado era notoriamente incapaz o insolvente.
Lo hecho por el sustituto nombrado contra la prohibición del mandante será nulo.".

      El nombramiento de sustituto puede realizarse mediante tres vías:

a) El apoderado TRANSMITE el poder, colocando en su lugar a un tercero para que represente al mandante.

b) El apoderado SUBAPODERA a un tercero para que junto a él (en forma mancomunada o solidaria, como quiera disponer) represente también al mandante, en todas o algunas de las facultades que dicho apoderado ostenta.

c) El apoderado concede facultades a un tercero para que en nombre del propio apoderado ejercite sus facultades. Es la figura que Albaladejo denomina "representante del representante".

      La distinción entre TRANSMISIÓN del poder y el SUBAPODERAMIENTO (también conocido por Delegación, Subdelegación o Sustitución) fue reconocida por la sentencia del TS de 14 de diciembre de 1943, diciendo:

"....si bien el Art. 1721 del C. ci. no señala diferencia alguna entre la transmisión del mandato y su sustitución o delegación, varias sentencias de esta misma Sala, entre otras las de 6 de octubre de 1891, 16 de Diciembre de 1897, 8 de Mayo de 1920 y 25 de Enero de 1925, de acuerdo con la doctrina científica dan a conocer que la transmisión se opera cuando el mandatario, obrando en nombre del mandante y en virtud de facultades por éste conferidas con o sin designación de la persona del sustituto, traslada a otro las facultades de que fue investido, con el efecto de quedar desligado del mandato y puesto en su lugar el sustituto para actuar a nombre del mandante, en relación directa con él; en tanto, que por la delegación o sustitución, el mandatario hace intervenir a un tercero en el negocio objeto del mandato, bien mediante un poder que le otorga en nombre propio, ya simplemente traspasándole en confianza la cosa y en encargo recibido, sin desligarse en ninguna de estas formas de sus relaciones jurídicas con el mandante, para con el cual queda responsable el sustituyente de los actos de estos auxiliares que designa por propia iniciativa.".

      Y la sentencia de 22 de marzo de 1922 ya había declarado que la transmisión opera:

"con el efecto de quedar desligado del mandato y puesto en su lugar el sustituto, para que actúe éste en nombre del mandante.".

      Por contra, en el Subapoderamiento o Sustitución, el mandatario simplemente hace intervenir a un tercero traspasándole el encargo recibido, pero sin perder la facultad de continuar ejerciendo él mismo las facultades que delega.

      Quien más claramente sentó las diferencias entre ambas figuras fue el notario PORPETA CLERIGO (Anales de la Academia Matritense del Notariado. 1943. Tomo I "Sustitución del poder"), argumentando:

1) En la TRANSMISIÓN se extingue la relación entre principal (poderdante) y apoderado-sustituyente (1 apoderado), y el sustituto (2º apoderado) queda en relación directa y única con el principal.

En la Sustitución esta relación no se extingue y si bien Porpeta considera que el sustituto (2º apoderado) sólo está unido por relación jurídica con el sustituyente (1 apoderado), Diez Picazo opina que hay una relación directa entre sustituto (2º apoderado) y mandante (poderdante).

2) Hecha la TRANSMISIÓN no cabe que el sustituyente (2 apoderado) nombre nuevos apoderados (3º o 4º apoderados), facultad que sí conservará en el caso de Subapoderamientos.

3) En la TRANSMISIÓN, si el transmitido (2º apoderado) traspasa los límites de sus facultades sólo el "dóminus" (poderdante) puede ratificar. En el subapoderamiento puede hacerlo el sustituido (1 apoderado), siempre que el acto extralimitado estuviera incluido dentro de sus facultades.

4) En la TRANSMISIÓN, ni la muerte (TS 16 de Diciembre de 1897), ni la inhabilitación ni la renuncia del primer procurador  suponen la desaparición de las facultades del segundo procurador.

En cambio, en el caso del subapoderamiento, las facultades del subapoderado siguen la misma suerte que las del apoderado.

5) En la TRANSMISIÓN, sólo el "dóminus" puede revocar las facultades concedidas al sustituto.
En el SUBAPODERAMIENTO: Porpeta considera que sólo puede revocar el apoderado, en cambio, Diez Picazo no ve inconveniente para que pueda también revocarlo el "dóminus", no sólo al revocar el poder principal, sino también revocando la subdelegación y manteniendo en vigor el poder primigenio.

      Y detalladas las tres vías de sustitución, veremos ahora cuándo puede acudirse a cada una de ellas para lo que examinaremos los tres supuestos posibles:

A) Que el mandante haya PROHIBIDO nombrar sustituto.

B) Que haya autorizado la SUSTITUCIÓN.

C) Que nada se diga al respecto.

      A) Cuando el mandante HA PROHIBIDO nombrar sustituto, es imposible acudir tanto a la TRANSMISIÓN como al SUBAPODERAMIENTO; sin embargo, sí sería factible acudir a la tercera de las vías: la concesión de facultades a un tercero para que en nombre del apoderado ejercitara las facultades que se le han dado a este. Así lo admite el profesor Albaladejo ("La representación". Anuario de Derecho Civil. 1958. pág. 786.).

      En cualquier caso, merece destacarse que pese a lo dispuesto en el último párrafo del Art. 1721, lo hecho por el sustituto nombrado contra la prohibición del mandante no siempre será nulo, pues admite la postura doctrinal mayoritaria que cabrá la ratificación posterior así; a) José R. León Alonso; (Comentarios al C ci y a las compilaciones forales, Art. 1721, tomo XXI, V II) y b) Puig Brutau en sus Fundamentos de Derecho Civil). En contra, Diez Picazo (La representación en el Derecho Privado), acogiéndose al tenor literal del precepto, sostiene que ha de considerarse inválido el nombramiento de sustituto o subapoderado, así como lo realizado por cualesquiera de ellos.

      B) Cuando el mandante ha autorizado expresamente al mandatario para nombrar sustituto:

      Difieren en este punto las soluciones apuntadas por la doctrina y por la jurisprudencia; en general la doctrina propende a pensar que no existe Transmisión en ningún caso, en tanto que el TS se ha pronunciado en sentido contrario en reiteradas ocasiones.

      Veamos primero las posturas doctrinales:

* Si se concretó la persona del sustituto.

      Diez Picazo (La representación en el Derecho Privado,) considera que realizada la sustitución, la responsabilidad de la gestión del sustituto recae sobre éste y no sobre el sustituyente: y de ello podría derivarse que cabe TRANSMISIÓN, pero no SUBAPODERAMIENTO.

      Bonet Ramón F (Código Civil de Q. Mucius Scaevola. Madrid 1976. V. II pág. 247) opina que en estos casos se produce una transmisión que desvincula al mandatario de su principal.

      José R. León Alonso (op cit.) matiza las anteriores posturas, e indica que el mandante, al concretar la persona del sustituto, es posible que sólo haya buscado ampliar el número de quienes responden frente a él por una gestión incorrecta y por ello considera que su tácita voluntad puede haber sido la de permitir tan solo el subapoderamiento; de ello se deriva que si bien el sustituto siempre queda responsable directo frente al mandante, su nombramiento en cambio no tiene por qué implicar la revocación tácita del primigenio poder.

      Porpeta da una solución más radicalmente opuesta a la de Diez Picazo y a la de Bonet; en su opinión, el hecho de limitarse a expresar el nombre del sustituto, denota que no cabe transmisión, sino sólo cabe subapoderamiento: el poderdante, dice, ha dejado claro quienes tienen su confianza: el apoderado y la persona a quien a éste faculta para designar como sustituto; pero también ha dejado claro que no los prefiere indistintamente (a uno u a otro), pues en tal caso les habría dado un poder solidario para actuar.

* Si no se concretó el sustituto.

      Diez Picazo opina que sólo es posible la segunda de las vías antes estudiadas, o sea el SUBAPODERAMIENTO y para ser posible la TRANSMISIÓN será "menester que ello se deduzca claramente de los términos de las facultades conferidas".

      También Albaladejo ("La representación.". Anuario de Derecho Civil Español. 1958, pág. 784) cree que para eliminar la relación entre mandante y representante, o sea para que el nuevo poder extinga al anterior "el primer representante tiene que tener poder no solo para apoderar a otro, sino para revocar su propio poder".

      Y en la misma línea apunta José R. León Alonso (op cita), quien especialmente argumenta:

"Que bajo ningún concepto, la autorización para sustituir que el mandante otorga al mandatario implica revocación por parte de aquél del primitivo contrato de mandato, ni renuncia al mismo por parte del representante, pues ello equivaldría tanto como a afirmar que la sustitución es un medio de extinción de la relación representativa, cuando ni aparece entre los supuestos contemplados en el articulo 1732 del Código Civil ni es la voluntad de las partes poner término al vínculo de representación.".

      Porpeta es de la misma opinión y también para el caso de no haberse señalado al sustituto cree factible únicamente el subapoderamiento, añadiendo, a lo largo de su citado artículo, dos argumentos más que consideramos de peso para justificar que no exista TRANSMISIÓN cuando se autorizó lo que el C ci llama la SUSTITUCIÓN del poder; el primero rezaría así:

      1) La renuncia, prevista como causa de extinción en el Art. 1732, dice, no es un motivo de extinción del poder, sino sólo un motivo de cesación de sus efectos: Si el lunes "A" otorga un poder a "B", por mas que este se empeñe en renunciarlo el martes, mientras "A" no conozca y acepte su renuncia, "B" podrá seguir aceptándolo en cualquier momento, por mas que antes lo haya rechazado: el poder, en tanto "A" no acepta su extinción, no ha muerto, simplemente no ha surtido efectos. Y si la voluntad de "A" es necesaria para que el poder se extinga, la simple autorización para nombrar sustituto, haya designado o no la persona que debe de serlo, no es suficiente para extinguir el poder que concedió.

      2) Y en cuanto a la segunda argumentación sería esta: Toda TRANSMISIÓN de poder implica en cierta forma una transmisión pasiva de obligación: el mandante transmite a otro su obligación de representar: pero es el caso que la transmisión pasiva de las obligaciones requiere el consentimiento del acreedor (cliente) y este consentimiento no puede derivarse de una simple autorización para sustituir. Por contra, cuando se SUBDELEGA, no nos hallamos ante una transmisión pasiva de obligaciones, sino ante una "asunción acumulativa de deuda" y para éste en nada es necesario el consentimiento del acreedor.

      Vista la postura de los distintos autores, veamos ahora la postura del TS, que resulta ser diametralmente opuesta a la de aquéllos, pues admite la TRANSMISIÓN plena aun cuando no se haya señalado la identidad del sustituto; en este sentido ya se inclinó la vieja sentencia de 6 de Diciembre de 1897 comentada por Porpeta (op cit., pág. 175) diciendo:

"El mandatario que pone en juego las facultades de sustitución expresamente acordadas por el poderdante...con o sin designación de persona del sustituto, ha cumplido en esta parte el mandato (dice el TS) y queda por lo tanto desligado de toda relación jurídica con dicho poderdante...".

      Y también la antes trascrita de 14 de Diciembre de 1943 que como veíamos permite la TRANSMISIÓN "en virtud de facultades por éste (el poderdante) conferidas con o sin designación de la persona del sustituto.".

      La de 9 de Mayo de 1958 dice:

"El mandatario señor "A"..... sustituyó el mandato a él conferido en favor de Don "B", sustitución que tiene el carácter que la doctrina denomina sustitución en sentido propio o transferencia, distinguiéndola de la delegación o subapoderamiento, pues al oponerse la que es objeto del motivo, por abdicación de las facultades que recibiera el mandatario de su mandante, entre las que se encontraba la "de conferir poderes especiales", ella es implicatoria de autorizarle la sustitución efectuada, que al recaer en personas capaces y solventes (pues nada en contrario se ha probado en los autos) desligó totalmente al sustituyente de toda relación jurídica con su mandante, quedando sólo constituida una conexión entre mandante y sustituto.".

      Y por último, la más clara y contundente de todas es la de 22 de Abril de 1994: En el poder se había facultado al apoderado "para sustituir total o parcialmente este poder a favor de tercero o terceras personas"; en uso de esta facultad el apoderado transmitió sus facultades a otra persona y posteriormente reclamó al principal los gastos derivados de la gestión desarrollada en uso del poder. El TS negó su legitimación para reclamarlos pues los reclamaba en su propio nombre y no en nombre del nuevo apoderado a quien había transmitido sus facultades y sentó que:

"....hubo en el caso debatido una transmisión del mandato, ya que el mandatario obrando en nombre del mandante y en virtud de las facultades específicamente conferidas traslada a otro las facultades de que fue investido, con el efecto de quedar desligado del mandato, y puesto en su lugar el sustituto, para que actúe éste en nombre del mandante (doctrina recogida en las sentencias de esta Sala de 14 Diciembre 1943 y 2 Marzo 1992). Y sobre todo, interesa en este litigio dejar bien sentado, como confirman las sentencias anteriores de 16 de Diciembre 1897 y 22 Octubre 1919, que el mandatario queda desligado en el supuesto de sustitución de la clase referida de todas sus relaciones con el mandante, quedando en su lugar el sustituto, único que desde entonces tiene carácter de mandatario con relación al poderdante. Es decir, que autorizada la gestión y elegido el sustituto con arreglo al ámbito de una diligencia de persona normalmente capaz de obrar, la transmisión del mandato opera en toda su extensión y efectividad, respondiendo en adelante, como claramente resulta de la expresada jurisprudencia, tan solo el sustituto frente al mandante que autorizó su participación y no el sustituyente, en el supuesto debatido el demandante y recurrente, ya que éste carece de toda relación con el objeto de la pretensión que dedujo de la demanda, carencia que lleva consigo la de la acción que aquí ejercito.".

      Esta postura jurisprudencial, parece acorde con el régimen de responsabilidad que prevé el punto b) del Art. 1721, al establecer que responderá el mandatario si el nombrado sustituto era notoriamente incapaz o insolvente; luego no responde en caso de ser solvente y capaz; y si no responde es porque ha TRANSMITIDO el poder extinguiendo sus relaciones con el mandante. Sin embargo, esta interpretación no es la correcta pues, cuando el citado precepto usa la palabra "sustituto", no se está refiriendo a que se sustituya el poder mediante su transmisión, sino a que se sustituya a la persona del representante manteniendo integra la antigua relación mandatario-poderdante.

      Admitida por el TS la posibilidad de TRANSMITIR cuando hay autorización para "sustituir" con o sin indicación de sustituto, resulta aplicable en cuanto a responsabilidades la norma contenida en el Art. 1721.

      C) Por último en los casos en que nada se dice al respecto, o sea en los casos en que el mandante ni ha prohibido ni ha autorizado expresamente la entrada de un tercero;
      El representante ni podrá transmitir ni podrá subdelegar, pero sí que podrá designarse a sí mismo un sustituto, es la vía que al inicio identificábamos como c). Facultad esta que le reconoce el Art. 1721 al permitirle nombrarse sustituto cuando el representado no se lo haya prohibido. El mismo precepto regula acto seguido los supuestos en que responde de tal nombramiento: a) cuando no se le otorgó esta facultad y b) cuando otorgándose sin designar persona el elegido era notoriamente incapaz o insolvente.

      Diez Picazo dice que "en tal caso no hay verdadera y propia sustitución y tampoco subapoderamiento, pues no se crea una relación jurídica entre el sustituto y el principal. El llamado sustituto es un mero auxiliar del apoderado ligado únicamente con éste.".

      También se pronuncia así Albaladejo (O.P. citada pág. 785):

"El nombramiento de subrepresentante, cuando se carece de facultades para ello, es una extralimitación de poder, susceptible de ratificación (Art. 1727, 2º). En cuanto a lo hecho por el subrepresentante nombrado, esté, evidentemente, hecho sin poder, y también es ratificable directamente por el dóminus. Si la ratificación se concede al nombramiento de subrepresentante, entendemos que abarca (en principio) a los negocios que éste concluyó.".

      José R. León Alonso (En los Comentarios al C. Ci. y a las Compilaciones forales) amplia un poco más las posibilidades añadiendo que el apoderado puede:

1) Sustituir únicamente el mandato, de manera que el sustituto sea mandatario pero no representante del dóminus.

2) Apoderar en su propio nombre al sustituto quien sólo sería un representante del mandatario pero no del dóminus.

3) Conjugar las dos formas, con lo cual el sustituto "vería desdoblada su función y cualidad como mandatario del principal y apoderado del mandatario sustituyente.".

EXTINCIÓN DE LA REPRESENTACIÓN.

       Como la representación tanto legal como voluntaria obedece siempre a una situación subyacente, la extinción de ésta llevar  consigo la de aquella.

       Por otra parte, cabe simplemente que desaparezca la representación y a este respecto hay que distinguir:

       1) La legal solo se extinguir  por las causas señaladas en la Ley. Mientras permanezca la situación de incapacidad del representado, que la haga necesaria, lo m s que puede ocurrir es un cambio en la persona del representante por inidoneidad sobrevenida de este.

       El TS tiene declarado que alcanzada la mayoría de edad, subsisten los poderes a pleitos otorgados por el representante legal de quien, al otorgarse, era menor, sin necesidad de que este los ratifique (1 de Abril de 1997 (A 2725).
       2) A la voluntaria se aplican las normas ubicadas en sede de mandato. Precisamente en materia de extinción es donde mas evidente es la confusión del Código acerca de las dos figuras. Así dice que el mandato se revoca o se renuncia, cuando esto es predicable del apoderamiento.

       Hay que tener en cuenta que, como la representación está dirigida hacia terceros y necesita ser exteriorizada, se habrá creado una apariencia jurídica que es necesario destruir.

EXAMEN ESPECIAL DE LA REVOCACIÓN.

--------------------------------------------------

. arts 1732, 1734 y 1735.

. p 2 del 1259 y comentario.

--------------------------------------------------

       Fuenmayor la define como el acto por el cual el poderdante, en ejercicio de una potestad reconocida por la Ley cambia de voluntad y destruye y cancela el acto de apoderamiento, haciendo cesar las facultades del apoderado.

      Se reconoce la facultad en el nº 1 del Art. 1732

"El mandato se acaba:

1) Por su revocación.....".

Y se regula en los Art. 1733:


"El mandante puede revocar el mandato a su voluntad y compeler al mandatario a la devolución del documento en que conste el mandato.".

Y en el 1735:

"El nombramiento de nuevo mandatario para el mismo negocio produce la revocación del mandato anterior desde el día en que se hizo saber al que lo había recibido, salvo lo dispuesto en el articulo que precede.".

       Cuando se ha producido la revocación, tiene esta que notificarse al apoderado para que sus actos dejen de producir efectos, sin embargo aun con esto la D.G.R.N admite que pueda el representado ratificar los actos realizados por su representante después de haber conocido la revocación de poder y alega que conforme al Art. 1259 p 2:

"El contrato celebrado a nombre de otro por quien no tenga su autorización o representación legal ser  nulo, a no ser que lo ratifique la persona a cuyo nombre se otorgue antes de ser revocado por la otra parte contratante.".

       Manifestando para ello que esta posibilidad que el Art. 1259 da de ratificar a posterior los actos del mandatario tanto abarca a aquellos casos en que este actúa sin haber gozado nunca de poder suficiente y a aquellos otros en que actuó alegando un poder revocado. Y añade que no es admisible la alegación de que la doctrina de los actos propios impide al "dominus" que revoco oportunamente el poder, la posterior ratificación de lo actuado en su nombre, pues es evidente que ni la revocación del poder ni su presentación en el Registro de la Propiedad implican el rechazo de dicha actuación, que, además, podría ocurrir que le fuera desconocida. Esta tesis es también admitida por el TS en su sentencia de 12 de Junio de 1997 (A 4765), en que refiriéndose a la expresión "nulo" que emplea el citado párrafo, dice:

"Ahora bien, ese término de nulidad, empleado legalmente, hay que entenderlo como de anulabilidad, puesto que dicho precepto "a posteriori" admite su convalidación, si ese deletéreo apoderamiento, es ratificado posteriormente por la persona "in nominatim" representada.".

EL PODER IRREVOCABLE.

. admisibilidad.

   La forma normal de extinguirse el poder es por su revocación. La facultad de hacerlo se considera como esencial y se discute si el poderdante podrá  renunciarla. 

      En Derecho comparado cabe encontrar las siguientes posturas:

1) Negativas. Defendidas por Von Thur y acogidas por el Código civil francés y por el Italiano de 1865. Se basan en que un poder irrevocable supondría una disminución de la capacidad del poderdante.

2) El C ci italiano de 1942 admite el pacto de irrevocabilidad pero concediéndole mera eficacia inter partes.

3) El C ci alemán lo admite sin limitación alguna.

4) Los códigos de Argentina, Brasil y México lo admiten siempre que;
+ No atente  las buenas costumbres.

+ Que el apoderado tenga interés racional en la irrevocabilidad.

+ el poderdante no sufra un perjuicio desproporcionado.

      La jurisprudencia del Tribunal Supremo, ha admitido en nuestro derecho el poder irrevocable en sentencias de 6 de Mayo de 1968, 4 de Mayo de 1973 y 27 de Abril de 1989 entre otras muchas. Sirva como corolario la de 24 de Diciembre de 1993:


"Dando por sentado que la irrevocabilidad del mandado, no obstante su normal esencial de revocable, es admisible cuando así se hubiese pactado expresamente con una finalidad concreta que responda a exigencias de cumplimiento de otro contrato en el que están interesados, no solo el mandante o representado, sino también el mandatario o terceras personas, es decir, cuando el mandado es, en definitiva mero instrumento formal de una relación jurídica subyacente bilateral o plurilateral que le sirve de causa o razón de ser y cuya ejecución o cumplimiento exige o aconseja la irrevocabilidad para evitar la frustración del fin perseguido por dicho contrato subyacente por la voluntad de uno de los interesados (Sentencias de esta sala de 20 de Abril de 1981, 31 de Octubre de 1987, 27 de Abril de 1989 y 26 de Noviembre de 1991).".
      Sin embargo, en todas las decisiones tomadas se ha exigido la existencia de una justa causa en la que se base la irrevocabilidad. La ya citada  sentencia de 24 de Diciembre de 1994 venia referida al supuesto de un matrimonio que había repartido en vida sus bienes entre sus hijos (así lo declara la sentencia) mediante el otorgamiento de escrituras de venta. En uno de los supuestos el hijo adquirente, en forma inmediatamente posterior a la venta firmo un poder en favor de sus padres en cuya virtud les autorizada para, conjunta o separadamente, disponer de los bienes que acababan de venderle, y se establecía que "La poderdante renuncia a revocar el presente poder y mandato.". Sin embargo, pasado el tiempo notifico que lo revocaba y al hacer caso omiso los apoderados y vender los bienes, la poderdante monto pleito solicitando se declare la nulidad de las ventas efectuadas. El TS admitió su petición y declaro valida la revocación efectuada, pues ni se expresa en el poder:


"...cual sea la finalidad concreta que pueda justificar su irrevocabilidad, ni tampoco se desprende, ni siquiera indiciariamente, de esa general y extensísima relación de facultades conferidas, que alguna de ellas responda a exigencias de cumplimiento de otro contrato en el que están interesados los mandatarios o terceras personas, por lo que carece de sentido el mantenimiento "sine die" de la irrevocabilidad del expresado poder general...".

. forma expresa o tácita.

      La irrevocabilidad puede adoptar tanto la forma expresa como la tácita.

      A) Expresa

      No obstante pactarse expresamente, ello no constituye un obstáculo insuperable para la revocación, que a juicio de algún sector doctrina ser  procedente siempre que exista justa causa: y si no concurriendo esta se produjese la revocación ser  procedente la indemnización de daños y perjuicios (Cabanillas Sánchez). Esta es la solución adoptada por la Sentencia de 25 de Noviembre de 1983 y la acogida por el articulo 1.723 del código civil italiano.

      B) En forma tacita. Es irrevocable el poder, aunque no lo hayan pactado las partes, cuando la naturaleza del negocio jurídico que lo origina asilo exija. Se trata pues de una irrevocabilidad de carácter tácito.

      Admitida por el TS en sentencias de 2 de Noviembre de 1961, 20 de Abril de 1981, 26 de Mayo de 1984, dos sentencias de 31 de octubre de 1987 y la de 27 de Abril de 1989, que dice:


"... la irrevocabilidad del mandato deviene no solo cuando existe pacto expreso que así o establezca, siempre que tal pacto sea conforme con su finalidad y no esté en contradicción con la moral en cuanto es una manifestación de la renuncia de derechos, sino también cuando el mandato no es simple expresión de una relación de confianza o del simple interés del demandante, sino que responde a exigencias de cumplimiento de otro contrato en el que estén interesados, no solo el mandante o representado, sino también el mandatario y terceras personas, es decir, cuando el mandato es, en definitiva, mero instrumento formal de una relación jurídica subyacente bilateral o plurilateral que le sirve de causa o razón de ser y cuya ejecución o cumplimiento exige y aconseja la irrevocabilidad para evitar la frustración del fin perseguido por dicho contrato subyacente por la voluntad de uno solo de los interesados ".
. casos.

   En nuestra legislación hay casos de poder irrevocable en numerosos supuestos, así
1) El c ci respecto al socio nombrado administrador en el mismo contrato de sociedad.

2) El C de Comercio en cuanto al socio colectivo nombrado gestor en el contrato social.

3) El mismo C de Comercio respecto al capitán como representante del naviero.

4) El R.H. en el Art. 234 respecto al representante designado para un procedimiento ejecutivo extrajudicial.

      Por otro lado y en cuanto a los supuestos admitidos por el TS y la D.G.R.N citaremos:

      1) La D.G.R.N. en 29 de Octubre de 1987 ha considerado irrevocable el poder conferido por una S.A. a otra, atendiendo a la "relación negocial subyacente".

      2) Pero el caso mas claro es la sentencia de 31 de Octubre de 1987:


"los poderes otorgados por todos los componentes de la comunidad ordinaria de propietarios a favor de F. y E. no fueron más que el instrumento formal para el cumplimiento de una finalidad idéntica a todos los comuneros (su número ascendía a 156) cual era la adjudicación de los distintos locales, plazas y pisos, objetivo de la comunidad ordinaria inicial; en segundo lugar, difícil o imposible hubiera resultado llevar a feliz término tal objetivo sin la existencia de dichos poderes colectivos, aunque individualmente otorgados, y finalmente, el actor es el único de los 156 interesado que muestra disconformidad con lo realizado por los apoderados.".
      3) Siguiendo esta misma postura Diez Picazo dice que uno de los casos de irrevocabilidad es el de los llamados "poderes colectivos" que se produce cuando varias personas otorgan poder a otra para la gestión de un negocio común a ellas. Si el negocio es indivisible, porque persigue un solo efecto jurídico por todas las declaraciones de todos los interesados normalmente la revocación por un solo mandante no ser  posible y se requerir  el acuerdo de todos. (La representación en el Derecho Privado. 1979, p g. 306.).

. efectos.

      Dependen del carácter que se atribuya a la cláusula de irrevocabilidad: Si se estableció como una cláusula obligacional su revocación dar  lugar a la indemnización de daños y perjuicios, pero si se concibió como una cláusula real, solo tendrá lugar la revocación por justa causa.

LA SUBSISTENCIA DEL PODER EXTINGUIDO.

      Como antes se indicó, el poder crea una apariencia jurídica externa que, a veces, el mero hecho de la revocación no basta para destruir totalmente. Por ello el Código regula unos supuestos en que, para protección de terceros de buena fe, se mantiene la vigencia del poder respecto a ellos aun después de su extinción.

Así el Art. 1734:

"Cuando el mandato se haya dado para contratar con determinadas personas su revocación no puede perjudicar a estas si no se les ha hecho saber.".

O el Art. 1738 :

"Lo hecho por el mandatario ignorando la muerte del mandante u otra cualquiera de las causas que hacen cesar el mandato, es valido y surtir  todos sus efectos respecto a los terceros que hayan contratado con él de buena fe.".

. TS.

     De esta forma el TS en sentencia de 28 de Marzo de 1906 declaro que la revocación de un poder realizada antes de la actuación del mandatario pero que le es notificada a éste posteriormente no invalida ni desvirtúa aquella actuación.

     La Sentencia de 1 de Marzo de 1990 (que se limita a seguir a la de 6 de Marzo de 1943) establece:


"...los principios de seguridad jurídica y protección de terceros de buena fe imponen que no se haya de perjudicar a dichos terceros por limitaciones del poder de representación que no hayan podido conocer, ni racionalmente prever, porque, aun en el supuesto de extralimitación en el uso del poder, no puede trascender en su eficacia a quien de buena fe y apreciando rectamente las circunstancias contrato en aquel, ya que de otro manera la seguridad jurídica quedaría frustrada a voluntad del contratante que obrase de mala fe o con negligencia perjudicial a terceros (Sentencia de 17 de Mayo de 1971)".

      Finalmente mencionar que la Resolución de 19 de Noviembre de 1985 estimó eficaz un poder revocado un día antes de la escritura de venta porque dicha revocación no fue inscrita en el Registro Mercantil ni notificada al apoderado sino después de aquella escritura.
LA RATIFICACIÓN.

Dice el Art. 1259 en su párrafo segundo que:
"El contrato celebrado a nombre de otro por quien no tenga su autorización o representación legal será nulo, a no ser que lo ratifique la persona a cuyo nombre se otorgue antes de ser revocado por la otra parte contratante.".

No es sin embargo lo más lógico hablar de nulidad pues en tal caso seria innecesario atribuirle al contratarle la facultad de "revocarlo" antes de su ratificación.

En cualquier habría que plantearse si la ratificación tendrá un efecto retroactivo a la fecha de celebración del contrato como parece sostener la mayoría de la doctrina o por el contrario el negocio, calificado en el código como "nulo", solo tendría existencia a partir del momento de su ratificación, para acogerse a esta segunda opción habría alegar que atribuyéndose efectos retroactivos a la ratificación en el caso del mandato verbal no sería lógico atribuir los mismos efectos a aquellos casos en que el mismo código parte de la base de que no existe poder alguno.

